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Me cabe el honor y el grato placer de presentar este excelente número 128,
2023, vol. I, de Documentación Laboral, la Revista de nuestra Asociación, lo que
haré con la brevedad posible permitida por la riqueza de los estudios que integran
su contenido.

Recoge las ponencias expuestas y debatidas en el Coloquio de Otoño de la
AEDTSS de 2022, celebrado el 4 de noviembre de aquel año en la Universidad de
Jaén con el acogimiento, siempre tan hospitalario como estimulante del debate,
del profesor Cristóbal Molina Navarrete y de la profesora Olimpia Molina Hermosi-
lla, celebrado en modalidad mixta. Versó el encuentro sobre «Emergencia climática,
Derecho del Trabajo y protección social: nuevos retos para el trabajo decente», y
fue todo un éxito, como prueba la excelencia de los estudios que aquí se publican,
a los que hay que añadir la presencia física y virtual de un público numeroso con
conocimientos especializados no sólo en ciencias sociales y jurídicas, sino también
en ciencias experimentales y ambientales, que hizo posible profundizar la discu-
sión, demostrando que la interacción con otras ciencias y la síntesis, resultados
del método multidisciplinar, son siempre beneficiosos. Es cierto que la multidisci-
plinariedad precisa del conocimiento profundo de la especialidad propia y de la ca-
pacidad de diálogo e interactuación con otras especialidades científicas. Bien
practicada, proporciona evidencias empíricas, o al menos una información más
completa de la realidad, necesaria para enfrentarse a los problemas del presente
y a las incertidumbres del futuro. El Coloquio de Otoño 2022 en la Universidad de
Jaén fue un ejemplo de esa metodología, que nos dio la oportunidad de aprender
de las pertinentes reflexiones de las y los ponentes y del amplio debate que las si-
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guió, con la consecuencia de ampliar el potencial de la Asociación al servicio del
progreso del conocimiento especializado en el Derecho del trabajo y de la seguri-
dad social, que ahora se difunde a través de nuestra Revista. La Asociación pro-
mueve, no podía ser de otra manera, la transferencia del conocimiento a la
sociedad a cuyo servicio trabajamos.

Los estudios aquí publicados expresan las fundamentadas visiones de sus au-
toras y autores, además de su sensibilidad hacia las necesarias y urgentes trans-
formaciones de ordenamientos laborales y de seguridad social debidas al cambio
climático. Son piezas resultantes de sus respectivos procesos de investigación,
que responden con el debido rigor a los temas tratados, de una complejidad indis-
cutible, para avanzar en su comprensión y en la solución de los desafíos en un
mundo desigual, en que los países no desarrollados soportan una mayor concen-
tración de emisiones de carbono; y en el que los desarrollados hemos retrocedido
a un mayor consumo de energías fósiles como consecuencia de la guerra en Ucra-
nia. Tampoco olvidan que la crisis financiero global de 2008 hizo prioritario el tra-
tamiento de la inflación, ni sus negativas consecuencias, que se proyectaron
durante una década y aún perduran –hay conocidos estudios que las han cuanti-
ficado–, entre otros ámbitos, en el retraso de nuestra adaptación a una economía
baja en carbono y a la economía circular y en la falta de preparación de las insti-
tuciones jurídico-laborales, individuales y colectivas, y de seguridad social para
afrontar la transición ecológica. 

Los estudios de este número de Documentación Laboral tienen, pues, en común
el análisis de los retos que para el trabajo decente resultan de la «emergencia cli-
mática» como mayor desafío al que se enfrenta la humanidad, debido a la actividad
humana desplegada desde la industrialización a diferencia de ciclos anteriores. La
evidencia científica así lo señala, sin que, obviamente el cambio climático se pueda
atribuir a una ideología. Se trata de afrontar en las mejores condiciones posibles
los mecanismos y costes de adaptación de los mercados de trabajo y de sus efec-
tos redistributivos, sustituidos en su defecto por los sistemas públicos de protección
social, esto es, los medios de adaptación del trabajo, condición esencial de digni-
dad humana como noción absoluta, a un proceso transicional que ha de estar do-
tado de la debida justicia social, partiendo de la premisa –negada por la llamada
«civilización de libre mercado»– de que la intervención pública internacional, eu-
ropea, estatal, y la intervención de los interlocutores sociales, además de ordenada
por nuestra Constitución democrática (arts. 1.1, 9.2, 35.1, 41), se equivoca menos
que el mercado en la asignación de recursos, huyendo al tiempo de las narrativas
utópicas de sociedades estatistas sin mercado ni libertad de empresa. 
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El efecto redistributivo de las políticas públicas es incuestionable, con su debida
focalización en las personas más vulnerables. Los problemas de nuestro mercado
de trabajo para afrontar la transición ecológica son bien conocidos: la baja intensi-
dad laboral, la falta de formación, y el desempleo, que determinan niveles de des-
igualdad sin parangón en Europa y dificultan la movilidad a empleos verdes con
tecnología incorporada y formación. Mitigar los efectos de la desigualdad no solo
es una urgente cuestión de justicia social, sino también de eficiencia económica.
Ante la desigualdad, la igualdad de oportunidades seguirá siendo el tema de nues-
tro tiempo. El cambio climático y la revolución digital no deben incrementar la des-
igualdad social. Son fenómenos imparables que demandan políticas activas de
empleo, realmente eficaces, con las adaptaciones formativas y competenciales ne-
cesarias.

No se queda el enfoque analítico de los estudios de esta Revista en las condi-
ciones de contorno de los importantes temas que abordan, sino que, propositiva-
mente, buscan propuestas útiles, sin ignorar las condiciones sociales y políticas
en que han de realizarse. La atención al Derecho del trabajo y de la seguridad so-
cial es prioritaria para poner de manifiesto la escasa preparación y sensibilidad de
sus normas y técnicas a la sostenibilidad medioambiental, de la que depende la
vida del planeta, de Europa y nuestra propia vida y de las generaciones futuras.

Sus autores no abandonan el horizonte del rigor, aunque se sitúen en la episte-
mología del riesgo porque frecuentan el futuro. Del futuro dijo J. Brodsky que será
el tiempo de nuestra ausencia, por lo que no podemos estar seguros de algo de lo
que no formaremos parte. Pero también definió la nostalgia como la incapacidad
para enfrentarse a las realidades del presente y a las incertidumbres del futuro.
Los avances tecnológicos y científicos han proporcionado nuevos métodos a la in-
vestigación científica, que han de enfrentar la triple carga de hacer las cuentas con
el pasado, de atenerse al presente, y de frecuentar el futuro con prospecciones
fundadas. En esos espacios se adentran los magníficos estudios que componen
este número de Documentación Laboral, que lo son de tránsito hacia el futuro. 

El trabajo del profesor Manuel Correa Carrasco, «El trabajo decente en el ámbito
de las cadenas globales de suministro», se sitúa en la lógica de garantizar el trabajo
decente y la protección medioambiental en el contexto de las cadenas globales de
suministro, que –dice y dice bien– seguirán siendo un elemento central en las es-
trategias empresariales transnacionales debido a las ventajas competitivas que
ofrecen. Por ello, estas cadenas globales están vinculadas al incumplimiento de
estándares internacionales de protección laboral y medioambiental en los países
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donde se ubican, lo que resulta en un dumping social y medioambiental de efectos
perniciosos globales, incluyendo la explotación laboral, el trabajo infantil, la falta
de medidas de seguridad laboral y la vulneración de derechos fundamentales.

Frente a tales fenómenos, en una economía globalizada, las tradicionales ins-
tituciones jurídico-laborales resultan inoperantes debido a la interdependencia entre
los Estados, siendo preciso construir un Derecho del trabajo transnacional. La com-
petencia global provoca una disminución en la protección laboral y la desigualdad
social. El estudio del profesor Correa plantea la necesidad de abordar la proble-
mática del trabajo decente y de la protección medioambiental en las cadenas glo-
bales de suministro a través de un enfoque renovado que involucre, en el nivel
transnacional, a las empresas multinacionales como potencias económicas, a ins-
tancias internacionales y, asimismo, estatales, así como al diálogo social para lo-
grar un equilibrio en la regulación y en su cumplimiento. Destaca el autor la
importancia de establecer obligaciones de diligencia debida a las empresas multi-
nacionales y sugiere aprovechar los Acuerdos Marco Internacionales como instru-
mentos adecuados para involucrar a los actores principales de la economía global
para garantizar la debida protección laboral y ambiental. Resalta que los AMI más
recientes han enriquecido sus contenidos incorporando medidas relacionadas con
las obligaciones de diligencia debida y mecanismos de control aplicativo. Critica el
profesor Correa que la Propuesta de Directiva de la Comisión Europea sobre la di-
ligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad, adoptada el 23 de
febrero de 2022, parece ignorar las posibilidades del diálogo social transnacional,
lo que limitaría la efectividad de la regulación en relación con el trabajo decente y
el medio ambiente. Propone, en consecuencia, corregir estas deficiencias durante
el proceso legislativo para evitar obstaculizar el logro de los objetivos propuestos.

Sigue el estudio del profesor Juan Escribano Gutiérrez sobre «Conflicto laboral
y conflicto medioambiental: posibles confluencias», que reflexiona sobre la capa-
cidad de los trabajadores para influir en las políticas empresariales que afectan in-
justamente al medio ambiente a través de los derechos de negociación colectiva y
de huelga. La conclusión del profesor Escribano es inapelable: a pesar de la cre-
ciente conciencia sobre el cambio climático y los problemas medioambientales, y
la experiencia ya conocida de huelgas en otros países en defensa de la sostenibi-
lidad medio ambiental, el Derecho del trabajo carece de garantías que lo conviertan
en un aliado de la lucha contra estos fenómenos. Aunque los trabajadores disponen
de instrumentos para reaccionar ante políticas empresariales que representen un
riesgo para las personas y el medio ambiente, estos instrumentos, especialmente
los derechos de huelga y de conflicto, resultan limitados por una concepción res-
trictiva de su ámbito de aplicación, vinculada a su origen institucional. Sin embargo,
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«la protección del medio ambiente y su relación con los trabajadores plantea des-
afíos en la delimitación de los intereses colectivos y la extensión del derecho de
huelga a nuevos ámbitos. La conexión entre el medio ambiente y el trabajo, así
como la justicia medioambiental, sugieren que la protección del medio ambiente
puede formar parte del interés de clase de los trabajadores y ser considerada en
el ejercicio del derecho de huelga», afirma el profesor Escribano. Su estudio pro-
pone reinterpretar el concepto de interés profesional para extender los instrumentos
de conflicto colectivo y huelga a la protección del medio ambiente. Califica las huel-
gas medioambientales de sociopolíticas, perfectamente legítimas. El conflicto entre
el derecho de huelga y el derecho de libertad de empresa está servido, pues a las
empresas conciernen sus políticas medioambientales. Sin embargo, esas políticas
tienen una repercusión inmediata en la salud de los trabajadores y pueden tenerla
en el empleo, con lo que los derechos de negociación colectiva y de huelga dispo-
nen de un espacio propio en el contexto de las cuestiones medioambientales para
influir en las decisiones empresariales que afectan injustamente al medio ambiente.

No olvida Escribano las facultades empresariales de policía en defensa del
medio ambiente, pero proclama que esa defensa no puede servir como excusa
para restringir excesivamente el derecho de huelga. Ni deja de analizar los dere-
chos de los trabajadores ante el peligro inminente medioambiental en la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales, demandando la aprobación de una nueva nor-
mativa específica, inspirada en el principio de precaución, que valore adecuada-
mente la protección del medio ambiente y la especificidad de los riesgos
ambientales.

La profesora Consuelo Chacartegui Jávega se ha ocupado de la «Sostenibilidad
y trabajo decente. El papel de los agentes sociales». La premisa de su estudio,
con la que no es posible no coincidir, es que en la era de la crisis climática es crucial
establecer una conexión entre el trabajo decente y la sostenibilidad medioambien-
tal. Aunque los elementos ideológicos y las reivindicaciones laborales clásicas no
desaparecen, el conflicto social se centra cada vez más en la crisis medioambiental
y en la crisis social. Indiscutible es que no puede haber empleo en un planeta
muerto. Pero, además, el ámbito de la salud laboral y de la prevención, de las com-
petencias y de la necesidad consiguiente de ofertas formativas y de reciclaje ade-
cuadas, de las reestructuraciones empresariales, o de la protección social ante
nuevos desastres catastróficos medioambientales y climáticos, constituyen ejem-
plos destacados de la intersección entre el trabajo y la transición energética. La
autora defiende la necesidad de una transición justa hacia un modo de producción
más sostenible desde la perspectiva del trabajo decente y la participación sindical.
En su concepción, la sostenibilidad exige abandonar las políticas de austeridad y
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buscar la integración de los objetivos medioambientales y laborales, proteger la
salud de los trabajadores, asegurar una recuperación económica inclusiva y res-
petuosa con el medio ambiente, construir una «gobernanza ambiental» con nuevos
derechos de ciudadanía ambiental y social, y conceder la importancia debida al
diálogo social tripartito y de los sindicatos con organizaciones no gubernamentales
y activistas medioambientales, a la negociación colectiva y a la participación sindi-
cal en la empresa en la definición de empleos verdes –que no es políticamente
neutra–, y la humanización del mercado laboral. Su conclusión es que nos enfren-
tamos a un nuevo cambio de paradigma del ordenamiento laboral, que ha de adap-
tar sus técnicas a los desafíos de la crisis climática y contribuir a una transición
ecológica justa –concepto que trae origen del sindicalismo norteamericano– hacia
trabajos solidarios, eficientes e igualitarios. Por lo demás, la innovación y mejora
medioambiental también benefician la competitividad de las empresas y contribu-
yen a la superación de los esquemas patriarcales de dominación social, que ne-
garon valor al trabajo reproductivo femenino y produjeron desigualdad y
destrucción medioambiental. Como la autora reconoce, su estudio pretende ofrecer
algunos elementos y buenas prácticas para la actuación sindical desde la expe-
riencia comparada.

Propone la profesora Chacartegui incluir los derechos medioambientales y so-
ciales en las cláusulas de la contratación pública, organizar la responsabilidad de
las empresas en la evitación de daños en el medio ambiente interno y externo me-
diante el principio de precaución o hacer efectivos los «convenios de transición
justa». Destaca la «fortaleza de las premisas constitucionales y legales» (el art. 45
de nuestra Constitución), además de las normas de la Unión Europea, para esti-
mular el papel de los agentes sociales en la consideración de la normativa me-
dioambiental. En cuanto al comportamiento de la negociación colectiva, concluye
que la presencia de cláusulas de sostenibilidad medioambiental varía según el mo-
delo de negociación colectiva de cada país. En los modelos descentralizados hacia
la empresa y con baja cobertura de negociación colectiva, la presencia de conte-
nidos medioambientales es menor. En el nivel europeo, los contenidos medioam-
bientales se transmiten a través de acuerdos y convenios que influyen en los
ordenamientos nacionales.

En definitiva, los agentes sociales han de serlo del cambio climático, haciendo
buena la tesis de que las estrategias sindicales de los trabajadores no pueden se-
pararse de los cambios estructurales fundamentales que atraviesa la economía,
ya que estos cambios afectan a salarios, condiciones laborales, prestaciones de
seguridad social y relaciones laborales. Ahora en el contexto de la emergencia cli-
mática.
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La profesora Margarita Miñarro Yanini aborda «La proyección de la emergencia
climática y la transición ecológica en el ámbito laboral». Afirma la necesidad de
adoptar medidas inmediatas por los Estados, los empresarios y los trabajadores y
las personas en general dada la transversalidad y los efectos irreversibles del cam-
bio climático causado por modelos de producción, de trabajo y de vida insosteni-
bles. El art. 45 de nuestra Constitución reconoce «el derecho» de todos a disfrutar
de un medio ambiente adecuado y el deber de conservarlo, ordenando el estable-
cimiento de sanciones penales –correspondientes al disvalor del daño causado– y
administrativas a quienes violen esas disposiciones y la obligación de reparar el
daño causado. Las empresas desempeñan un papel fundamental en la protección
del medio ambiente y deben asumir la responsabilidad de no dañarlo frente a las
políticas de ganancias a toda cosa, que han contribuido al calentamiento global y
a la crisis ambiental actual. 

La transversalidad del cambio climático proyecta efectos transversales en el
ámbito sociolaboral –es preciso cambiar los modos de producir y de trabajar–, en
cuyo señalamiento la profesora Miñarro coincide con los restantes estudios, si bien
el suyo se centra en el análisis de los empleos verdes «como pilar de la producción
verde», como motor del cambio ecológico, destinados a crecer más que los em-
pleos de economías sucias. La dificultad radica en la falta de un concepto unificado
de «empleo verde» –«por su carácter evolutivo y por las múltiples tonalidades de
verde existentes», dice la profesora Miñarro–, identificado estrictamente con los
empleos en sectores industriales verdes o en la economía verde («empleos am-
bientales»), o bien, más ampliamente, con trabajos con un «contenido ecológico
positivo» y servicios dirigidos a la prevención y control de daños medioambientales.
Otras clasificaciones estrictas son posibles y útiles frente a las laxas que acaban
vinculando el empleo verde a la baja o nula emisión de CO2. El concepto de em-
pleo verde, para la OIT, se identifica con empleos decentes que contribuyen a pre-
servar el medioambiente, pero sin que exista vinculación automática entre «verde»
y «decente». La profesora Miñarro no duda de que es deseable que los empleos
verdes sean también decentes y cumplan las condiciones legales de derecho ne-
cesario definitorias de la decencia del empleo. Pero, en condiciones cuestionables,
el empleo verde es siempre preferible al «marrón», pues en sí mismo tiene un valor
social positivo. Defensora de un criterio estricto de identificación del empleo verde,
Miñarro lleva las exigencias medioambientales a todos los empleos, exigiendo que
sean no contaminantes o lo menos contaminantes posible y que queden fuera los
empleos que no puedan cumplir las exigencias medioambientales (marrones), que
tendrán que desaparecer o reconvertirse. Los peligros del greenwashing proyec-
tados en el empleo son también analizados, advirtiendo de la necesidad de recurrir
a mecanismos de investigación seguros para identificarlos y sancionarlos, criti-
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cando la consideración automática del teletrabajo como sostenible, ignorante del
incremento del consumo energético individual, del uso de aparatos digitales y de
residuos electrónicos. Propone en su lugar el uso de energías renovables y de me-
dios alternativos de comunicación, la desconexión digital, y la extensión de la vida
útil de los dispositivos. En fin, no pasa por alto la profesora Miñarro el impacto am-
biental de los centros de datos y la necesidad de adoptar medidas para reducir la
contaminación asociada con la digitalización.

«El concepto de industria 5.0, emergencia climática y sistemas de protección
social» es el título del estudio de la profesora Isabel María Villar Cañada, que busca
humanizar y hacer más sostenibles los procesos de innovación tecnológica y trans-
formación digital. Destaca la importancia de un enfoque integral que abarque as-
pectos sociales, ambientales y digitales en el desarrollo de la protección e inclusión
social. El reconocimiento por los ordenamientos jurídicos de derechos de seguridad
social es el presupuesto de la transición justa hacia la industria 5.0, pero ese reco-
nocimiento no es bastante si no se acompaña de políticas públicas garantes de la
efectividad de los sistemas de protección social frente a los riesgos sociales glo-
bales (el desafío demográfico, la revolución digital, el cambio climático), de los cua-
les el primero es, afirma con toda razón la profesora Villar, la propia sostenibilidad
de los sistemas de seguridad social y, en concreto, de las pensiones.

Subraya la autora la necesidad de superar una visión reduccionista de la sos-
tenibilidad del sistema de pensiones centrada únicamente en aspectos financieros
y aboga por un equilibrio con su suficiencia prestacional, basada en el principio de
solidaridad, objetivo en el que confluyen las tensiones organizativas entre aquel
principio y el de contributividad y el conflicto intergeneracional entre los trabajado-
res jóvenes y los pensionistas en sociedades envejecidas. La búsqueda de ese
equilibrio implica garantizar una adecuada tasa de sustitución entre las rentas per-
cibidas durante la vida laboral y el importe de las pensiones, así como establecer
un nivel mínimo de protección pública que asegure un nivel de vida digno para los
pensionistas y su poder adquisitivo. En este objetivo la silver economy representa
una oportunidad económica y de empleo relacionada con el envejecimiento de la
población, en la que es preciso contar con el potencial económico y de empleo de
las personas mayores, así como considerar las pensiones como una inversión so-
cial que contribuyen al crecimiento económico. Además, sugiere incentivos a la ju-
bilación postergada para aprovechar el potencial de las personas mayores y
aumentar los ingresos del sistema a través de las cotizaciones. Reconoce, sin em-
bargo, que los resultados de estos incentivos han sido discretos en nuestra realidad
y que la incertidumbre sobre el futuro del sistema de pensiones puede dificultar la
prolongación voluntaria de la vida laboral. Las reformas, que han de hacerse con
consenso social y político, deben orientarse hacia esos objetivos, teniendo en
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cuenta las particularidades de cada país. La profesora Villar analiza las emprendi-
das en el nuestro (leyes 19/2021, 21/2021, 12/2022), con especial detenimiento
en el MEI, en el IMV, en sus aciertos y respectivas insuficiencias –del IMV, en su
función de protección social contra el riesgo de pobreza y exclusión social en en-
tornos de transformación social, tecnológica y ambiental–, y en la contribución de
la previsión social complementaria a la sostenibilidad futura de los sistemas de
pensiones, sin comprometer la sostenibilidad del sistema público. Tampoco la sos-
tenibilidad de los planes de pensiones de empleo, del segundo pilar de las pensio-
nes, necesario para mejorar la suficiencia protectora de las pensiones públicas,
puede medirse exclusivamente con criterios financieros; la gestión de sus activos
ha de someterse a evaluaciones periódicas del impacto social y medioambiental
de las inversiones.

Cierra este número de Documentación Laboral el estudio del profesor Sergio
Canalda Criado, «Transición socialmente justa y procesos de reestructuración em-
presarial en clave verde», en el que propugna la necesidad de considerar los as-
pectos sociales y medioambientales durante los procesos de reestructuración
empresarial, especialmente en el contexto de la transición hacia una economía
más sostenible, comprometida con la reducción de las emisiones de gases de
efecto invernadero y del calentamiento global, enfatizando la importancia de infor-
mar, consultar y proporcionar medidas sociales de acompañamiento y planes de
recolocación y de recurrir a reestructuraciones no extintivas para mitigar los efectos
negativos de los despidos colectivos y garantizar una transición justa. Critica el
profesor Canalda que no sea éste el enfoque de las normas vigentes sobre despi-
dos colectivos, el instrumento históricamente más utilizado para enfrentar las re-
estructuraciones, así como la falta de una gestión previsora de la continuidad de
la actividad económica y del empleo sostenible y de políticas activas y de formación
y recualificación y, en fin,  la debilidad de los mecanismos de  control del cumpli-
miento efectivo de las medidas de mitigación de sus efectos y de recolocación. Las
ayudas económicas previas a la jubilación ordinaria y las extraordinarias para tra-
bajadores afectados por reestructuraciones, además de insuficientes, son ajenas
a la transición ecológica (a excepción de los sectores del carbón y agrícola por la
sequía). Vuelve entonces la mirada el profesor Canalda hacia la intervención de
los agentes sociales y de los poderes públicos para contrarrestar la unilateralidad
empresarial en la gestión de los despidos colectivos, y hacia instrumentos de soft
law, como el Marco de Calidad de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio
y la Reestructuración, que incluye medidas de buenas prácticas, de anticipación,
gestión, seguimiento y evaluación de los procesos de reestructuración, y de parti-
cipación de los diversos actores involucrados a diferentes niveles. Con todo, el
autor considera estas medidas no suficientemente permeables al contexto de tran-
sición ecológica, pese a su inserción en políticas más generales orientadas a ga-
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rantizar una transición justa hacia la neutralidad climática. En España la Estrategia
de Transición Justa propone convenios y planes de transición justa para promover
la reactivación económica de sectores o territorios vulnerables –para la descarbo-
nización de la edificación, el transporte y el sector industrial–. Estos convenios y
planes deben involucrar a los poderes públicos y a los interlocutores sociales, y
dotarse de un eficaz enfoque de intervención preventivo, y no meramente reactivo
–subvenciones de los costes extintivos en el sector del carbón– o paliativo –promo-
ción de las recualificaciones a través del mecanismo Red en el sector agrícola–.

En síntesis, el profesor Canalda analiza la importancia de la regulación laboral
en los procesos de reestructuración empresarial en el contexto de la transición
ecológica hacia economías verdes y sociedades más sostenibles y concluye en la
necesidad de adaptación de los ordenamientos jurídicos laborales a este escenario
futuro mediante la imprescindible intervención de los poderes públicos y de los
agentes sociales.

Recomiendo vivamente la lectura de los estudios, cuya síntesis he tratado de
identificar para llamar la atención sobre su importancia objetiva. El lector puede
hacerlo en el orden que desee, como en toda revista científica aun dedicada a un
tema monográfico, lo que no es una virtud menor, pues permite seleccionar los es-
tudios más atractivos o de mayor de interés de cada lector, al tiempo que los puen-
tes e interrelaciones entre dichos estudios, que, como he destacado al inicio de
estas páginas y habrá podido comprobarse, son muchos, no solo consienten, sino
que incitan también a su lectura completa.

Reitero que las intervenciones de las y los ponentes, acreditados expertos en
sus materias, suscitaron un debate apasionante sobre la operación de adaptación
del ordenamiento laboral y de seguridad social a las exigencias inevitables del cam-
bio climático, y sobre sus dificultades.

Concluyo expresando mi gratitud y sincera felicitación, y las de la AEDTSS, tam-
bién representada en el Coloquio de otoño 2022 por las profesoras Gloria Rojas
Rivero y Eva López Terrada, a la Universidad de Jaén y a nuestros anfitriones, los
profesores Molina Navarrete y Molina Hermosilla; y a los profesores Correa Ca-
rrasco y Escribano Gutiérrez, a las profesoras Chacartegui Jávega, Miñarro Yanini,
y Villar Cañada, y al profesor Canalda Criado, por sus excelentes aportaciones. 

María Emilia Casas Baamonde
Presidenta de la AEDTSS
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